
   97
Edición 49.374

Martes, 23 de diciembre de 2014 DIARIO OFICIAL

Artículo 9°. Plazo para cumplimiento de las condiciones inancieras y de solvencia. 
Las entidades a que hace referencia el artículo 2° del presente decreto que a la fecha de 
entrada en vigencia del mismo, se encuentren habilitadas para operar el aseguramiento en 
salud y no cumplan con los requisitos inancieros de capital mínimo, patrimonio adecuado, 
e inversión de las reservas técnicas, previstos en el presente decreto, los deberán cumplir 
progresivamente dentro de los 7 años siguientes a la fecha de entrada en vigencia del presente 
decreto. En todo caso, al inal del primer año de este plazo la entidad deberá haber cubierto 
al menos el 10% del defecto, al término del segundo año el 20%, al término del tercer año 
el 30%, al término del cuarto año el 50%, al término del quinto año 70%, al término del 
sexto año 90% y al inal del séptimo año el 100%.

Parágrafo 1°. Las entidades que a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto, 
se encuentren sometidas a alguna de las medidas establecidas en el artículo 113 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero, según lo previsto en el Decreto 2462 de 2013, para el 
cumplimiento de las condiciones inancieras y de solvencia previstas en el presente decreto, 
estarán sometidas a las mismas condiciones de plazo y porcentaje dispuestas en este artículo.

Parágrafo 2°. Los plazos de ajuste aquí previstos no eximen a las entidades a que hace 
referencia el artículo 2° del presente decreto del deber de cumplimiento del pago de las 
obligaciones por la prestación de los servicios de salud en los plazos legales y contractuales.

Parágrafo 3°. Cuando las entidades de que trata el artículo 2° del presente decreto reci-
ban ailiados por traslados masivos generados por el retiro de las Entidades Promotoras de 
Salud o su liquidación, presentarán para su evaluación y aprobación a la Superintendencia 
Nacional de Salud un plan de ajuste para cumplir con las condiciones inancieras previstas 
en el presente decreto.

Parágrafo transitorio. Las entidades a que hace referencia el artículo 2° del presente 
decreto, que a la fecha de entrada en vigencia del mismo, cumplan las condiciones inan-

cieras y de solvencia en los términos del presente artículo deberán continuar cumpliendo 
dichas condiciones.

Artículo 10. Autorización para operar. Para efectos del trámite de autorización para 
operar como EPS, la Superintendencia Nacional de Salud veriicará el cumplimiento de 
las disposiciones previstas en el presente decreto, sin perjuicio de las demás normas que 
rigen la actividad.

Con el in de garantizar la debida protección de los recursos y la adecuada prestación de 
los servicios de salud, solo podrán ser habilitadas las entidades del artículo 2° que cuenten 
con objeto social exclusivo para operar el aseguramiento en salud, sin perjuicio de lo es-

tablecido en el artículo 217 de la Ley 100 de 1993 respecto de las Cajas de Compensación 
Familiar y las entidades de creación legal.

La Superintendencia Financiera de Colombia será competente para realizar la inspec-

ción, vigilancia y control de las entidades de que trata el artículo 2° del presente decreto, en 
los términos del Decreto 4185 de 2011 y en particular las normas del régimen previsto en 
el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, en el Decreto 2555 de 2010 (Decreto Único 
Financiero), en los instructivos de la Superintendencia Financiera de Colombia y demás 
normas concordantes, aplicables a las entidades aseguradoras, respecto de las EPS que 
cumplan o lleguen a cumplir las normas prudenciales que rigen a las entidades aseguradoras.

Artículo 11. Órdenes de capitalización a Entidades Promotoras de Salud. Sin perjuicio 
de las acciones o sanciones legalmente admisibles, la Superintendencia Nacional de Salud, 

en el marco de sus competencias, podrán ordenar la capitalización de las entidades a que 
hace referencia el artículo 2° del presente decreto para que enerven las insuiciencias de 
capital, ijando un plazo para el efecto, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 
segundo del artículo 233 de la Ley 100 de 1993.

El incumplimiento de la orden de capitalización podrá ser sancionado de acuerdo con 
las normas vigentes.

Artículo 12. Incumplimiento del régimen de las condiciones inancieras y de solvencia. El 

incumplimiento de las condiciones inancieras y de solvencia dentro de los plazos previstos 
en este decreto, dará lugar a la adopción de las medidas correspondientes por parte de la 
Superintendencia Nacional de Salud de conformidad con sus competencias.

Artículo 13. Reporte de información inanciera. Las entidades a que hace referencia 
el artículo 2° del presente decreto, deberán remitir la información que requiera la Super-
intendencia Nacional de Salud, para evaluar las condiciones inancieras y de solvencia de 
las entidades a que hace referencia el presente decreto.

Artículo 14. Vigencia transitoria. Los artículos 1°, 2° y 3° del Decreto 882 de 1998 
mantendrán su vigencia en lo relacionado con las Entidades Promotoras de Salud Indígenas, 
hasta tanto se expidan las condiciones inancieras y de solvencia para este tipo de entidades.

Artículo 15. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de su publicación 
y deroga los artículos 5° y 9° del Decreto 1485 de 1994, los artículos 1°, 2° y 3° del Decreto 
882 de 1998 salvo en lo previsto en el artículo anterior, el numeral 5 del artículo 5° del 
Decreto 1804 de 1999, el artículo 5° del Decreto 515 de 2004 modiicado por el artículo 2° 
del Decreto 3556 de 2008 y el Decreto 574 de 2007 modiicado por los Decretos 1698 de 
2007, 2353 de 2008, 4789 de 2009, 970 de 2011 y 1921 de 2013.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 23 de diciembre de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.

Ministerio de MinAs y energíA
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DECRETO NÚMERO 2691 DE 2014

(diciembre 23)
por el cual se reglamenta el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 y se deinen los mecanismos 
para acordar con las autoridades territoriales las medidas necesarias para la protección 
del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, 
cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, en desarrollo del proceso de 

autorización de actividades de exploración y explotación minera.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial las previstas en el numeral 11 del artículo 189 Constitución Política 
y en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 332 de la Constitución Política establece que el Estado es propietario 
de los recursos del subsuelo y de los recursos naturales no renovables.

Que el artículo 334 de la Carta Fundamental señala que el Estado intervendrá, por 
mandato legal, en la explotación de los recursos naturales para racionalizar la economía 
con el in de mejorar, en el plano nacional y territorial, la calidad de vida de sus habitantes.

Que de conformidad con el artículo 311 de la Constitución Política corresponde a los 
municipios ordenar el desarrollo del territorio, lo que se materializa en la reglamentación 
de los usos del suelo, que por mandato constitucional contenido en el numeral 7 del artículo 
313 compete a los concejos municipales.

Que mediante Sentencia C-123 de 2014 la Corte Constitucional declaró la exequi-
bilidad del artículo 37 de la Ley 685 de 2001 en el entendido de que “en desarrollo del 
proceso por medio del cual se autorice la realización de actividades de exploración 
y explotación minera, /as autoridades del nivel nacional deberán acordar con las 
autoridades territoriales concernidas, las medidas necesarias para la protección del 
ambiente sano, y en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, 
cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, mediante Ja aplicación de 
los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad previstos en el artículo 
288 de la Constitución Política”.

Que tal como lo maniiesta la sentencia de la Corte Constitucional, la declaración 
de exequibilidad del artículo 37 de la Ley 685 de 2001, se fundamenta en la necesidad 
de armonizar la forma unitaria del Estado colombiano y el privilegio de la Nación en la 
determinación de las políticas relativas a la explotación de los recursos naturales con los 
principios de descentralización y autonomía de las entidades territoriales, y los principios 
de coordinación y concurrencia que se deben acatar en el reparto de competencias entre la 
Nación y los municipios y distritos.

Que por disposición del Decreto Ejecutivo 381 del 16 de febrero de 2012, corresponde 
al Ministerio de Minas y Energía formular, adoptar, dirigir y coordinar la política nacional 
en materia de exploración, explotación, transporte, reinación, procesamiento, beneicio, 
transformación y distribución de minerales, hidrocarburos y biocombustibles.

Que por virtud del Decreto–ley 4134 de 2011, la Agencia Nacional de Minería es la 
autoridad nacional minera concedente en todo el territorio colombiano.

Que con el in de aplicar el artículo 37 de la Ley 685 de 2001 en los términos de la 
exequibilidad declarada por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-123 de 2014, se 
hace necesario diseñar un procedimiento que permita al Ministerio de Minas y Energía, en 
relación con la autoridad minera nacional concedente como partícipe en el desarrollo del 
proceso por medio del cual se autoriza a los particulares la realización de actividades de 
exploración y explotación minera y a la autoridad nacional o regional competente, acordar 
con las entidades territoriales concernidas las medidas necesarias para la protección del 
ambiente sano y, en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, 
cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, mediante la aplicación de los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad previstos en el artículo 288 de 
la Constitución Política.

DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 1°. Objeto. El objeto de este decreto es regular el procedimiento que deben 
seguir los municipios y distritos para acordar con el Ministerio de Minas y Energía medi-
das, de protección del ambiente sano y, en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo 
económico, social, cultural de sus comunidades y la salubridad de la población, frente a las 
posibles afectaciones que pueden derivarse de la actividad minera.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las medidas de protección que se adopten en virtud 
de este decreto, se aplicarán a las solicitudes de concesión en trámite a la fecha de publi-
cación del presente decreto y a las presentadas con posterioridad a la fecha de entrada en 
vigencia del mismo.

Artículo 3°. Solicitud de acuerdo de las autoridades territoriales. Los concejos muni-
cipales o distritales podrán solicitar ante el Ministerio de Minas y Energía, previo acuerdo 
municipal o distrital, medidas de protección del ambiente sano, y en especial, de sus cuencas 
hídricas, el desarrollo económico, social, cultural de sus comunidades y la salubridad de la 
población, frente a las posibles afectaciones que pueden derivarse de la actividad minera, 
en áreas previamente delimitadas de su circunscripción territorial.
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CAPÍTULO II
Procedimiento

Artículo 4°. Estudio de soporte. En virtud de lo previsto en el artículo 3° de este de-

creto, en el acuerdo del respectivo concejo municipal o distrital se concretará la intención 
de establecer las medidas de protección referidas, se indicarán las causas y se establecerán 
los ines perseguidos.

Las medidas de protección deben fundamentarse en estudios técnicos elaborados a car-
go del respectivo municipio o distrito, los cuales deben contener el análisis de los efectos 
sociales, culturales, económicos o ambientales que podrían derivarse de la aplicación de 
las citadas medidas en relación con los impactos que puede generar la actividad minera. 
Los costos de estos estudios serán asumidos por el Municipio solicitante.

Los estudios aludidos deberán acompañarse a la solicitud y estarán en concordancia 
con los planes de ordenamiento territorial, planes básicos de ordenamiento territorial y 
esquemas de ordenamiento territorial, según el caso.

Artículo 5°. Término para el ejercicio del derecho. Los concejos municipales o dis-

tritales podrán ejercer el derecho previsto en este decreto cada vez que se modiiquen sus 
planes de ordenamiento territorial, planes básicos de ordenamiento territorial y esquemas 
de ordenamiento territorial, según el caso.

Parágrafo transitorio. Dentro del término de noventa (90) días, contados a partir de la 
fecha de publicación de este decreto, los concejos municipales o distritales podrán presentar 
por primera vez ante el Ministerio de Minas y Energía, la solicitud señalada en el artículo 3°.

Artículo 6°. Trámite de la solicitud. Recibida la solicitud del concejo municipal o distrital, 
el Ministerio de Minas y Energía lo enviará dentro de los diez (10) días siguientes al recibo 
de la misma, a la autoridad nacional con competencia en las materias a que se reiere el 
estudio técnico de soporte para su respectivo concepto. Este concepto podrá expedirse con 
apoyo en los dictámenes de las distintas entidades del sector. En el mismo lapso, se reportará 
a la Agencia Nacional de Minería los municipios o distritos que elevaron solicitud, con el 
in de que se dé aplicación a lo dispuesto en el artículo 11 de este decreto.

Parágrafo. Si la solicitud del ente territorial no cumple con los requisitos establecidos 
en este decreto, el Ministerio de Minas y Energía lo requerirá por una sola vez para que en 
el término de quince (15) días contados a partir de la fecha del requerimiento, subsane la 
deiciencia, so pena de dar por terminado el trámite.

Artículo 7°. Valoración de la solicitud. La autoridad nacional competente valorará la 
solicitud del concejo municipal o distrital y presentará ante el Ministerio de Minas y Ener-
gía, en un término no mayor a veinte (20) días, contados a partir de la fecha de recibo de 
la misma, un concepto técnico sobre las razones que sustentan las medidas de protección 
solicitadas y su procedencia y, de ser el caso, de sus condiciones. El término antes referido 
podrá ser prorrogado, a solicitud de la autoridad nacional competente, por una sola vez y 
por el mismo lapso.

De estimarlo conveniente, el Ministerio de Minas y Energía podrá solicitar concepto al 
Departamento Nacional de Planeación o a otra entidad pertinente, con el in de establecer el 
impacto económico de las medidas de protección requeridas. Así mismo, se podrá consultar 
a las empresas que tengan interés en el área o al gremio minero, respecto de la conveniencia 
de los proyectos que pretenden desarrollarse, en relación con las medidas que han sido 
solicitadas por los entes territoriales, lo cual se tendrá en cuenta para la toma de la decisión.

Artículo 8°. Reunión. Vencido el término señalado en el artículo 7°, el Ministerio de 
Minas y Energía en un plazo no mayor a diez (10) días, convocará por una sola vez, a una 
reunión al concejo municipal o distrital solicitante, o a su delegado, y a la autoridad nacional 
competente para que respectivamente expongan las razones de la solicitud y del concepto. 
La reunión podrá suspenderse por una sola vez, siempre que medie causa justiicada y la 
segunda reunión deberá celebrarse en un término no menor a diez (10) días ni mayor a treinta 
(30) días, contados a partir de la fecha de suspensión de la primera reunión. El Ministerio 
de Minas y Energía levantará un acta con el desarrollo detallado de la reunión.

Parágrafo. El Ministerio de Minas y Energía podrá convocar a esta reunión a las enti-
dades y organismos que considere pertinentes.

Artículo 9°. Decisión. El Ministerio de Minas y Energía, en un término no mayor a 
quince (15) días, contados a partir de la fecha de inalización de la reunión, mediante acto 
administrativo debidamente motivado, decidirá sobre las medidas solicitadas por la enti-
dad territorial, con fundamento en los principios de desarrollo sostenible, fortalecimiento 
económico y social del país, propiedad estatal de los recursos naturales no renovables y el 
aprovechamiento eiciente de los mismos.

Una vez en irme, el acto administrativo será remitido a la Agencia Nacional de Minería 
y a la autoridad competente para su conocimiento.

La decisión consistirá en la adopción o no, de las medidas necesarias para la protección 
del ambiente sano y, en especial, de sus cuencas hídricas, el desarrollo económico, social, 
cultural de sus comunidades y la salubridad de la población.

Artículo 10. Imposición de las medidas. Las medidas concretas de protección serán 
impuestas y supervisadas, durante la ejecución del contrato, por la autoridad competente o 
quien esta designe, es decir, por aquella que emitió concepto técnico sobre las razones que 
sustentan las medidas de protección solicitadas.

En materia ambiental la supervisión de las medidas adoptadas será realizada por la 
autoridad competente para la evaluación, seguimiento y control de los efectos ambientales 
de la actividad minera.

Artículo 11. Régimen de transición. La Autoridad Minera Nacional tramitará dentro 
de los términos legales establecidos para el efecto, las solicitudes presentadas antes de la 
fecha de publicación de este decreto. No obstante, a estas solicitudes, les serán aplicables 

las medidas de protección que adopte el Ministerio de Minas y Energía como resultado de 
los acuerdos logrados con las entidades territoriales concernidas en los términos estable-

cidos en este decreto.

Las solicitudes presentadas con posterioridad a la fecha de publicación de este decreto 
no serán objeto de contrato de concesión por parte de la Autoridad Nacional Minera durante 
el término establecido para que los municipios o distritos maniiesten por primera vez su 
intención de acordar medidas de protección.

De acuerdo al párrafo anterior, las áreas sobre las cuales los municipios o distritos 
hayan ejercido dicha facultad, no se otorgarán en concesión, hasta tanto se haya agotado el 
procedimiento establecido en este decreto.

Las áreas que no hayan sido objeto de requerimiento por parte de los entes territoriales 
podrán ser otorgadas en concesión por parte de la Autoridad Minera Nacional.

Los contratos de concesión suscritos y no inscritos en el Registro Minero Nacional no 
serán objeto de las medidas de que trata este acto administrativo, Por lo anterior, la Agencia 
Nacional de Minería procederá a la inscripción de los mismos de manera inmediata.

Artículo 12. Vigencia. El presente decreto entra en vigencia a partir de la fecha de su 
publicación.

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 23 de diciembre de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior,

Juan Fernando Cristo Bustos.

El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Aurelio Iragorri Valencia.

El Ministro de Minas y Energía,
Tomás González Estrada.

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Gabriel Vallejo López.

Resoluciones ejecutivas

RESOLUCIÓN EJECUTIVA NÚMERO 392 DE 2014

(diciembre 23)

por la cual se adiciona la Resolución Ejecutiva 099 del 25 de abril de 2012, declarando 
de utilidad pública e interés social zonas adicionales necesarias para la Construcción 

del Proyecto Hidroeléctrico Cañaveral y se dictan otras disposiciones.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus atribuciones legales y en 

particular la que le coniere los artículos 17 de la Ley 56 de 1981, 3° del Decreto número 
2444 de 2013 y con fundamento en los artículos 56 de la Ley 142 de 1994 y 5° de la Ley 
143 de 1994, y

CONSIDERANDO:

Que mediante Resolución Ejecutiva número 099 del 25 de abril de 2012, se declaró de 
utilidad pública e interés social un área aproximada de 1.373,19 hectáreas indispensables 
para la construcción y operación del Proyecto Hidroeléctrico Cañaveral, ubicado en el 
municipio de Sonsón, Antioquia, de propiedad de la sociedad Hidroeléctricas del río Arma 

S.A.S. ESP - Hidroarma S.A.S. ESP.
Que mediante escrito E-0231 de 2014, radicado en el Ministerio de Minas y Energía bajo 

el número 2014036521 del 09-06-2014, el Gerente (E) de Hidroarma S.A.S. ESP, entidad 
propietaria del proyecto, solicita al Ministerio de Minas y Energía la ampliación del área 
declarada de Utilidad Pública e Interés Social del Proyecto Hidroeléctrico Cañaveral, en 
una extensión adicional de 78.12 ha.

Que de conformidad con el artículo 2° del Decreto número 2444 de 2013, Hidroarma 
S.A.S. ESP., propietaria del proyecto, adjuntó a la solicitud de ampliación del área declarada 
de Utilidad Pública e Interés Social del Proyecto Hidroeléctrico Cañaveral en una extensión 
adicional de 78.12 ha., la siguiente documentación:

a) Certiicado de Existencia y Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio 
de Medellín para Antioquia.

b) Certiicado suscrito por el representante legal de Hidroarma S.A.S. ESP., sobre su 
naturaleza jurídica.

c) Descripción del proyecto, en medio físico y magnético.
d) Certiicación de fecha 10 de noviembre de 2014, suscrita por el Gerente de Hidroarma 

S.A.S. ESP, mediante la cual certiica “que el predio con Matrícula Inmobiliaria número 
028-25415 y Ficha Catastral 756-2-80-7-23 denominado El Taburete (...) sobre el cual se 
pretende la ampliación de la Declaratoria de Utilidad Pública e Interés Social para el desa-

rrollo del Proyecto Hidroeléctrico Cañaveral en un área de 5,00 hectáreas, No se superpone 

con terrenos ni zonas afectadas por la generación, transmisión o distribución de energía 
eléctrica conocidas o cualquier otra área declarada de utilidad pública registrada sobre el 
predio de la solicitud, basada en el Estudio Predial realizado por Hidroarma S.A.S. ESP…”.

e) Oicio Radicado 201477000614-1, suscrito por el Director de Estrategia y Comercial 
de ISA Intercolombia, en el cual concluye: “se recomienda como alternativa óptima la 
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